Foja: 217
Doscientos Diecisiete
C.A. de Concepción
Concepción,  veinte de julio de dos mil quince.

VISTO Y TENIENDO ADEMAS PRESENTE:

PRIMERO: Que a fs. 125 y siguientes, la abogada Romanette Aguilera García, en representación del Servicio Nacional del Consumidor, denunciante de autos, deduce recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva de once de julio de dos mil trece, escrita de fojas115 a 119 vuelta,  en virtud de la cual el Juez titular del Primer Juzgado de Letras de  Concepción don Fernando Barja Espinoza, resuelve que ese Tribunal es incompetente para conocer de la denuncia interpuesta por el Servicio Nacional del Consumidor Región del Bío Bío de fojas 19 y siguientes, en contra de Ticket Co.SpA, debiendo ocurrirse ante el Tribunal Ordinario correspondiente.

El recurso se interpone a objeto que esta Corte de Apelaciones, conociendo de él,  deje sin efecto la sentencia de primera instancia y dicte una nueva en su reemplazo, declarando que el Juzgado de Policía Local es tribunal competente para conocer de la denuncia de autos.

Fundamenta el recurso sosteniendo que estando en presencia de una infracción a la normativa sobre protección de los derechos de los consumidores, sin reunirse los requisitos del artículo 52 de la Ley de Protección al Consumidor, y habiéndose vulnerado los intereses generales de los consumidores – concepto distinto al de interés colectivo o difuso – se puede someter el asunto a la competencia del juez de policía local, que fue precisamente lo acontecido en autos.

SEGUNDO: Que consta de los antecedentes en revisión,  que ha comparecido don Luis Fernando Valdés Delgado, Director Regional del Servicio Nacional del Consumidor Región del Bío Bío, presentando una denuncia para la defensa del interés general de los consumidores, en contra de  la empresa Ticketmaster Chile S.A., ( que luego de una rectificación en cuanto a la razón social identifica como Ticketek ) por cuanto el Servicio que representa tomó conocimiento por medio de reclamos de un grupo de consumidores afectados, que la demandada efectuó la venta de entradas para el concierto denominado Juntos Aquí Estamos, en el cual se presentarían los grupos de música popular chilena Illapu, Quilapallún y Quelentaro. Que dicho evento se realizaría el 9 de octubre de 2011 en la comuna de Talcahuano, pero por baja venta de entradas se postergó para el 16 de octubre de 2011, fecha en la cual finalmente el concierto no se realizó. Que los consumidores se dirigen a la empresa denunciada para obtener la devolución del precio pagado por concepto de entrada; se les devuelve el valor, empero se les retiene entre $ 800 y $ 1.000 por concepto de cargo de servicio o comisión por venta, cobro que jamás les fue informado de manera oportuna, es decir antes de adquirir las entradas. Que los hechos expuestos constituyen infracción a los artículos 3 letra b), 12 y 30 de la Ley 19.496 y solicita se condene a la denunciada por las infracciones cometidas, al máximo de las multas que establece el artículo 24 de la citada Ley.

TERCERO: Que por su parte la denunciada Ticket Co. SpA,  solicita en primer término se declare la inadmisibilidad de la denuncia o bien se la rechace, por carecer su representada de legitimación pasiva para actuar en autos, ya que la empresa en referencia no estuvo a cargo de la venta de entradas para el concierto indicado, sino una empresa enteramente distinta, respecto de la cual no existe relación alguna.

En subsidio, opone excepción de incompetencia del tribunal, argumentando que los presuntos afectados por las conductas que se imputan como infraccionales, corresponden a un grupo de consumidores que supuestamente se vieron afectados en sus derechos,  por lo que se está frente a una acción que persigue proteger intereses colectivos,  eventualmente difusos. Indica que la Ley en referencia en los artículos 50 y 51 define con precisión lo que debe entenderse como acciones de interés colectivo y difuso. Y es la propia Ley  que en  el inciso final del artículo 50 A establece que son competentes para conocer de dichas acciones los Tribunales Ordinarios de Justicia de acuerdo a las reglas generales, ya que los Juzgados de Policía Local solo son competentes para conocer de las acciones de interés individual.   

CUARTO: Que el artículo 50 inciso 3° de la Ley 19.496  establece que el ejercicio de las acciones que ella contempla puede realizarse a título individual o en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores. 

Acto seguido señala que son de interés individual las acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado. En tanto, son de interés colectivo, las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Y son de interés difuso, las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.

              QUINTO: Que en consecuencia, no existe en la legislación una cuarta categoría de acciones, como las de interés general, que propone el Servicio Nacional del Consumidor, pues si bien el artículo 58 letra g) inciso 2° de la Ley 19.496 dispone que la facultad de dicho servicio de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con el consumidor, incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivos y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, la misma norma indica expresamente que ello debe hacerse según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.

                Por lo demás, la conclusión anterior guarda relación y total armonía con el hecho que la ley en examen solo contempla dos tipos de procedimientos judiciales, el destinado a la protección del interés individual de los consumidores o el regulado en forma especial para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores. ( Excma Corte Suprema, Rol 4941-11)

                SEXTO: Que, en la especie, la acción interpuesta por el Servicio Nacional del Consumidor, asumiendo la defensa de  un grupo de consumidores indeterminados, cuyos intereses generales denuncia afectados, se enmarca en el ámbito de las acciones de interés difuso,  al margen  de la exigencia que establece el artículo 51 N° 1 letra c) de la Ley de que se trata, en cuanto requiere un grupo de consumidores afectados en número no inferior a cincuenta personas debidamente individualizadas; ya que  justamente merced a esa indeterminación y características propias, lo sustrae de la norma común de competencia del juez de policía local, para entregarlo al conocimiento del juez civil ordinario, de acuerdo a las reglas generales. (Excma Corte Suprema, Rol 4941-11)

SEPTIMO.- Que refrenda la conclusión asentada en el motivo anterior, las copias de los cuatro reclamos recibidos en el servicio con motivo de los hechos descritos en la denuncia, que se acompañan en parte de prueba al libelo, pues como se advierte,  los  consumidores afectados  no se individualizan en la denuncia. 

OCTAVO: Que, así las cosas, lleva la razón el juez de primer grado al declararse incompetente para conocer de la acción impetrada en autos por el Servicio Nacional del Consumidor Región del Bío Bío.


       Por estos fundamentos, y disposiciones legales citadas, SE CONFIRMA la sentencia definitiva de once de julio de dos mil trece, escrita de fojas115 a 119 vta.

                     Regístrese y oportunamente devuélvase.

         Redacción de la Ministro Suplente doña Yolanda Méndez Mardones.
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          Gonzalo Díaz González

Secretario
En Concepción, a veinte de julio de dos mil quince, notifiqué por el Estado Diario la resolución precedente. 



           Gonzalo Díaz González

Secretario
